
I. IGUALDAD DE GÉNERO Y BIENESTAR
SOCIAL

La Historia ha demostrado sobradamen-
te que la equidad es condición sine qua
non para la eficiencia económica, si nos
atenemos a la definición de esta última
como la optimización de resultados con
los recursos existentes en un país; y aún
más a nivel mundial. En efecto, lacras
sociales como la pobreza infantil, la difi-
cultad de acceso de una parte de la pobla-
ción al empleo de calidad, a la educación,
al deporte, a la vivienda, a la sanidad o a
la protección social, no solamente son
injusticias manifiestas sino que impiden
la formación y aprovechamiento del ca-
pital humano. Más aun, la marginación
social, la extrema desigualdad en la dis-
tribución de la renta y la ausencia de de-
mocracia producen serios problemas de
violencia, enfermedades, deterioro del
medio ambiente, formación de mafias y
otros fenómenos que impiden el buen
funcionamiento social y económico. Las
«externalidades negativas» provocadas
por las políticas que han intentado po-
tenciar la eficiencia económica descui-
dando la equidad son gravísimas. Tanto,
que no solamente exigen un enorme
gasto público para revertirlas, sino que
pueden llegar a ser irreversibles. 

En este contexto, la igualdad de género
ocupa un lugar central. La segregación
de cualquier grupo social crea proble-
mas de eficiencia, sencillamente por-
que no permite que cada persona ocupe

el lugar que le corresponde según sus
capacidades individuales, impidiendo
así una asignación óptima. Además,
el aferramiento al poder de cualquier
grupo es incompatible con el acceso a
recursos y derechos mediante reglas
democráticas. Y si todo lo anterior es
cierto para categorías sociales como
raza o extracción social, hoy en día la
división sexual del trabajo es especial-
mente relevante por varias razones. En
primer lugar, porque dificulta el desa-
rrollo y aprovechamiento del capital
humano de hombres y mujeres. El
mantenimiento de los roles de género
conlleva la marginación de las mujeres
de la formación deportiva y tecnológi-
ca, así como la potenciación en los ni-
ños de comportamientos que provocan
índices de fracaso escolar y delincuen-
cia masculinos sustancialmente mayo-
res que los femeninos. En unos merca-
dos de trabajo altamente segregados,
que tienen su contraparte en el reparto
desigual del trabajo doméstico, el po-
tencial productivo de las mujeres se
despilfarra en empleos precarios, de-
sempleo, inactividad y/o economía su-
mergida. Por otro lado, el capital cuida-
dor de los hombres permanece en gran
parte inexplorado. 

En segundo lugar, las políticas públicas
siguen reflejando, y potenciando, un
modelo de organización social basado
en la familia de hombre sustentador/
mujer cuidadora, aunque esa ya no es la
única realidad. La mayor parte de las
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mujeres se han incorporado al trabajo
asalariado (aunque no al empleo de cali-
dad), mientras que los hombres siguen
sin incorporarse al trabajo reproductivo;
conformando un contexto social que es
más bien el de hombre sustentador/
mujer sustentadora y cuidadora. Sin
embargo, persiste aún la falta de dere-
chos y se mantienen las regulaciones
que promueven la especialización de las
mujeres en el trabajo doméstico y/o su-
mergido, así como el desentendimiento
de los hombres de la esfera doméstica.
Ello no sólo es una gran fuente de es-
trés, agotamiento y pobreza para las
mujeres (y sus familias), así como un
despilfarro enorme de capital humano,
sino que además compromete seria-
mente el futuro de los países. 

En particular la pobreza infantil, unida a
tasas demasiado elevadas o demasiado
bajas de fecundidad (según las regio-
nes), son dos caras del mismo problema
en cuyo centro está la falta de autono-
mía de las mujeres. En efecto, en los
países no desarrollados las mujeres no
tienen medios ni poder para decidir li-
mitar el número de hijos a los que real-
mente desean; y nos encontramos con
altísimas tasas de fecundidad acompa-
ñadas indefectiblemente de elevados ín-
dices de pobreza infantil, que es el ma-
yor lastre para el progreso de los países.
El acceso de las mujeres a la informa-
ción, a la educación, al empleo y a los
derechos, reduce estos problemas de
excesiva fecundidad y pobreza infantil,
y con ello colabora en el logro del desa-
rrollo económico.

Pero esta inicial caída de las tasas de fe-
cundidad que se describe en el párrafo
anterior, y que potencia el desarrollo, no
se frena si las mujeres no acceden a la
posibilidad de tener hijos en igualdad,
lo que sucede en la mayor parte de los
países desarrollados. Sin implicación de
los hombres en el cuidado, y sin servi-
cios de educación infantil adecuados,
las mujeres no pueden compatibilizar
de forma adecuada su maternidad con
un empleo de calidad. Ante esa disyun-
tiva, retrasan la decisión de tener hijos;
y algunas simplemente renuncian a ello.
Así se produce la llamada «transición
demográfica» a la bajísima fecundidad
característica de los países occidentales
con un estado de bienestar familiarista.
Y esta bajísima fecundidad también va
unida a altas tasas de pobreza infantil,
en gran parte debido a que la existencia
de niños va asociada en estos países al
tipo de familia de un solo sustentador
estable (frecuentemente con una mujer
en situación precaria), y especialmente
cuando no se apoya adecuadamente a
las familias monoparentales. Los únicos
países que han conseguido revertir este
fenómeno son aquellos que, como los
escandinavos, han apostado por el cam-
bio estructural hacia una sociedad com-
puesta por personas sustentadoras/cui-
dadoras en igualdad. 

El envejecimiento poblacional origina
graves problemas económicos y socia-
les, y en el centro de todos ellos está la
llamada crisis de los cuidados. Aun
cuando se consiguieran tasas de fecun-
didad al nivel de reemplazo de la pobla-

María Pazos Morán

2

047_10 01 aju  1/7/10  10:19  Página 2



ción, y mucho más si estas tasas son
menores, el aumento de la esperanza de
vida hace que cada vez sean más las
personas en edad de ser sostenidas y
cuidadas, y menos las personas en edad
de trabajar y cuidar. Los problemas que
esto origina para el sostenimiento de
los sistemas de pensiones, o la disminu-
ción del PIB que provoca, están presen-
tes en la investigación y en las preocu-
paciones de los gobiernos. Pero aún no
es objeto de la suficiente atención la evi-
dente insostenibilidad de un sistema en
el que el cuidado de menores y depen-
dientes recae casi en exclusiva y de for-
ma privada sobre un 50% de la pobla-
ción. El tradicional «olvido» de todo lo
que hasta ahora ha sido realizado por
mujeres en el ámbito doméstico, junto a
los intereses que existen en contra de la
provisión de servicios públicos y del re-
parto equitativo de estas tareas entre
hombres y mujeres 1, explica que no se
tomen las medidas adecuadas. 

Actualmente se recurre a la contratación
de mujeres para tareas de cuidado
como mano de obra irregular o someti-
da a los regímenes laborales especiales
para empleadas domésticas que les pri-
van de derechos básicos (las llamadas
cadenas de cuidados, ya sean transna-
cionales o dentro de cada país); lo que
no es ni justo ni sostenible. Este recurso
sirve de colchón para que una capa mi-
noritaria de mujeres profesionales se
mantenga en el empleo sin cambiar el
modelo, aunque sea generalmente con

doble jornada y sacrificando sus posibi-
lidades de promoción profesional. Es
tremendamente injusto para las muje-
res afectadas, especialmente para aque-
llas contratadas en malas condiciones
para cuidar (en los países desarrollados,
la mayoría de ellas son migrantes); y
hay que tener en cuenta que la precarie-
dad va unida indisolublemente al uso
extensivo de este recurso: si se conce-
dieran derechos laborales a las trabaja-
doras domésticas, el servicio dejaría de
estar al alcance incluso de la minoría de
familias que ahora les contrata. Pero,
además, la gravedad de la crisis demo-
gráfica a nivel mundial permite prever
que esta no es una solución a largo pla-
zo. En consecuencia, la implicación de
los hombres al 50% y un sistema de ser-
vicios públicos adecuados es la única
manera de asegurar que la educación
infantil y la atención a la dependencia
estén al alcance de toda la población; y
además es la única vía para proporcio-
nar empleos dignos a las personas que
trabajen en el sector. 

En todo caso, la organización del trabajo
doméstico en base a la permanencia de
las mujeres en el hogar, sean estas
amas de casa o trabajadoras domésti-
cas, tiene aún menos sentido económi-
co en el mundo actual debido a la dismi-
nución del tamaño familiar, al aumento
de la esperanza de vida, al alto grado de
formación de las mujeres y a la falta de
centralidad de la familia como unidad
de producción en las sociedades indus-
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trializadas. Desde una óptica cortopla-
cista pudiera parecer que las mujeres
permiten realizar un ahorro de recursos
en servicios públicos al Estado, pero la
planificación social debe poner en pri-
mer plano el medio y largo plazo. En ese
sentido, es a todas luces ineficiente
comprometer el potencial productivo de
toda una vida por cuidar a uno o dos ni-
ños durante una década, comparado
con la posibilidad real de que esos ni-
ños, junto con muchos más, sean con-
venientemente educados por personal
cualificado y cuidados por sus progeni-
tores, que en la mayoría de los casos
son dos, sin que ninguno de ellos tenga
que sacrificar su inserción en el empleo
de calidad. 

Asimismo, el cuidado de mayores y de-
pendientes puede organizarse de forma
más satisfactoria para las personas de-
pendientes, para sus familias y para las
personas trabajadoras, en base a servi-
cios públicos y atención personal por
parte de todas sus personas allegadas
(hombres y mujeres), evitando así las
funestas consecuencias de este modelo
sobre las personas cuidadoras y sobre
las personas cuidadas. Estas razones
económicas y sociales confluyen, para
posibilitar el cambio, con el avance de la
conciencia sobre el reconocimiento de
los derechos de las mujeres y sobre la
necesidad de que los hombres asuman
su 50% del total en el trabajo doméstico. 

¿Cómo se mantiene entonces una orga-
nización social que, además de obsoleta
económicamente, es injusta y está des-

legitimada socialmente? Actualmente
todos los gobiernos de Estados laicos
proclaman el objetivo de la igualdad de
género, así como la necesidad de elimi-
nar todos los obstáculos que dificultan
la plena incorporación de las mujeres a
todas las esferas en igualdad de condi-
ciones. Pero esos obstáculos son difíci-
les de detectar y eliminar porque están
arraigados profundamente en la estruc-
tura social y, por ello, resultan invisi-
bles. Las políticas públicas reflejan y
potencian viejas creencias, aunque a
menudo no se reconozca explícitamente
ni se desee. La perspectiva del mainstre-
aming, adoptada en la IV Conferencia
Mundial sobre las Mujeres de la ONU,
celebrada en Pekín en 1995, consiste
precisamente en cuestionar todas las
políticas públicas para eliminar los ele-
mentos que provoquen desigualdad; y
asegurar así que se garantizan los dere-
chos de toda la ciudadanía por igual.
Desde las políticas educativas, sanita-
rias, deportivas, culturales, económicas,
todas las políticas dirigidas a las perso-
nas están implicadas en esta necesaria
revisión para reorientarlas hacia la
igualdad. 

II. LA IMPORTANCIA DEL ANÁLISIS
DE LA POLÍTICA FISCAL DESDE
LA PERSPECTIVA DE GÉNERO

La política fiscal es un instrumento cru-
cial para avanzar hacia un modelo social
y económico sostenible y justo. En par-
ticular, impuestos sobre la renta progre-
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sivos, servicios públicos y un sistema de
transferencias personales conveniente-
mente diseñado, constituyen las mejo-
res armas de los Estados para luchar
contra la desigualdad y la pobreza, así
como la vía para proporcionar incenti-
vos a comportamientos que mejoren el
funcionamiento de la economía y de la
organización social. Existe una fuerte
correlación a escala mundial entre el
grado de implantación de los sistemas
fiscales democráticos, por un lado, y los
índices de desarrollo, igualdad y cohe-
sión social, por otro. 

Este estudio trata de analizar los siste-
mas de impuestos y prestaciones desde
la perspectiva de la igualdad de género.
Conviene recalcar una vez más que no
se trata de aplicar ningún principio dife-
rente de los que hoy en día se recono-
cen como los rectores de la política so-
cial en democracia. Precisamente, se
trata de integrar a las mujeres, acaban-
do con la aplicación de principios sepa-
rados, con el doble rasero y, en definiti-
va, con la «excepcionalidad femenina»
que tan malas consecuencias tiene
tanto para las mujeres como para la so-
ciedad. A lo largo de la historia, las mu-
jeres han ido conquistando la extensión
de principios generales de los que pre-
viamente estaban excluidas, el acceso a
ámbitos que les estaban vedados. La
Ilustración, origen de las sociedades de-
mocráticas, estaba basada en el contra-
to social entre pares; los cuales, según
Rousseau, eran «naturalmente» los hom-
bres. La reivindicación feminista surge
como una demanda por parte de las

mujeres de ser incluidas en ese proceso.
Como señala Celia Amorós (2009), «el
feminismo es una radicalización de la
Ilustración en tanto que proyecto nor-
mativo de la modernidad, no su impug-
nación». Los principios de ciudadanía
universal, el derecho al voto, las liberta-
des civiles, la igualdad en las leyes ma-
trimoniales, el derecho al divorcio, no
suponen más que hitos en el reconoci-
miento a las mujeres de derechos ya
acuñados, e incluso llamados impropia-
mente «universales» cuando aún seguían
excluyendo a la mitad de la población. 

Si el siglo XX ha sido el de la conquista
de los derechos civiles por parte de las
mujeres, el reto del siglo XXI es el de la
eliminación de la división del trabajo.
Hoy ya son excepciones los países cu-
yos códigos civiles se siguen rigiendo
explícitamente por el principio de some-
timiento de las mujeres a la autoridad
masculina, como era el caso general
hasta hace pocas décadas. Sin embar-
go, la mayoría de las regulaciones y
prácticas económicas siguen reflejando,
y potenciando, el modelo de sociedad
basado en la norma hombre sustenta-
dor/mujer cuidadora (o en el tipo de fa-
milia sustentador masculino/esposa de-
pendiente). Y en los casos en los que las
regulaciones económicas no existen, o
son muy débiles o simplemente no se
cumplen, la «inercia social» suele refor-
zar la división sexual del trabajo de forma
aun más «eficaz». En algunos casos esto
se evidencia en medidas diferenciadas
según el sexo de las personas, aunque
la mayoría de estos sesgos de género
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explícitos han sido eliminados adoptan-
do un lenguaje neutro. Más frecuente, y
más difícil de detectar, es el caso de po-
líticas que son neutras sobre el papel
pero que contienen sesgos de género
implícitos, bien porque proporcionan in-
centivos a la división del trabajo, bien
porque descuidan necesidades de situa-
ciones y/o colectivos mayoritariamente
femeninos; y ambos factores suelen ir
unidos. 

Las políticas fiscales, y en particular los
sistemas de impuestos y prestaciones
personales, tienen una importancia de-
cisiva por dos razones: porque deben
atender las necesidades de la ciudada-
nía según un orden de prioridades justo
(la equidad es uno de sus principios
rectores), y porque proporcionan in-
centivos económicos que determinan el
comportamiento de las personas y de
las empresas en un variadísimo elenco
de ámbitos (participación en el mercado
de trabajo, contratación, inversión, con-
sumo, estatus familiar, etc.). Así, son un
instrumento privilegiado para incre-
mentar la eficiencia, el otro principio
que debiera regir la actuación de los po-
deres públicos. Este gran poder modifi-
cador de los comportamientos está pre-
sente en el diseño de los sistemas y en
el análisis económico; hasta el punto de
que se ha llegado a afirmar que la eco-
nomía es la disciplina dedicada al estu-
dio de los incentivos. Sin embargo, la
investigación económica ha estado, en
general, sesgada por una imagen de la
sociedad que ya no es la actual. Así, se
sigue afirmando frecuentemente que el

comportamiento laboral se rige por la
decisión individual de una determinada
combinación entre ocio y trabajo, igno-
rando que para muchas personas la
disyuntiva está más bien entre trabajo
doméstico y trabajo remunerado. La in-
visibilidad de las mujeres como produc-
toras, aparejada a la invisibilidad de los
hombres como potenciales cuidadores
y, más aún, al olvido total de la existen-
cia del trabajo doméstico y de cuidados,
trastoca todo el análisis acerca de las
consecuencias de las políticas públicas. 

Partiendo de que la desigualdad de gé-
nero es socialmente injusta y económi-
camente ineficiente, solamente se trata
de incorporar este extremo al análisis
general; nada más que de aplicar cohe-
rentemente los principios de equidad y
eficiencia; sólo de ampliar el zoom para
considerar todas las necesidades y to-
das las potencialidades de la población
en su conjunto, compuesta por hom-
bres y mujeres. Si aplicamos esta óptica
al análisis de los sistemas fiscales, ya en
una primera aproximación se detectan
tres aspectos relevantes. 

En primer lugar, que la inexistencia (o
extensión muy limitada) de los sistemas
fiscales que han dado en llamarse «orto-
doxos» (impuestos sobre la renta pro-
gresivos y prestaciones universales,
junto con servicios públicos de educa-
ción, sanidad y atención a la dependen-
cia), es en sí misma particularmente
perjudicial para una parte de la pobla-
ción: las mujeres. Esto se debe a que,
según está ampliamente documentado,
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la debilidad de la protección social y la
escasez de servicios públicos perjudica
a la población femenina por una triple
vía. Por un lado, fenómenos como la in-
formalidad o el trabajo infantil, íntima-
mente relacionados con la inexistencia
de sistemas fiscales potentes, afectan
de forma particularmente intensa a las
mujeres y a las niñas. Por otra parte,
dado que las mujeres son económica-
mente más vulnerables que los hombres,
están más necesitadas de esas cobertu-
ras, esos servicios, y esas regulaciones;
las mayores tasas de pobreza femenina
indican también que son las mujeres las
más perjudicadas por la inexistencia de
un sistema de prestaciones adecuado.
Finalmente, hay que considerar que son
las mujeres (ya sean esposas, madres,
hijas, abuelas o hermanas) quienes en
la inmensa mayoría de los casos cubren
con su tiempo y su trabajo las carencias
de la red social pública. 

El segundo aspecto a destacar es que la
creación y ampliación de los sistemas
fiscales, aun habiendo sido un paso fun-
damental y muy positivo para acortar
las desigualdades, se ha producido en
una etapa histórica en la que la división
del trabajo aparecía como «natural», y
por tanto la reflejan y la reproducen,
dando así origen a nuevas discriminacio-
nes de género. En efecto, los sistemas
fiscales más extendidos y consolidados,
los «ortodoxos», contienen innumera-
bles regulaciones que no tienen funda-
mento y que refuerzan la desigualdad
entre hombres y mujeres. Como anali-
zaremos a lo largo de este trabajo, algu-

nos elementos, combinados, potencian
el mantenimiento de muchas mujeres
en la situación de amas de casa o en la
economía sumergida: las pensiones de
viudedad, la declaración conjunta en los
impuestos personales (cualquiera que
sea su modalidad), las prestaciones
condicionadas a la no percepción de in-
gresos propios, o las «protecciones» la-
borales diferenciales que lastran la de-
manda de mano de obra femenina por
parte de las empresas, son ejemplos
clarificadores. 

Finalmente, el tercer aspecto relevante
en este análisis es el papel de nuevos
instrumentos fiscales que se han de-
sarrollado al margen de los sistemas fis-
cales «ortodoxos» (y en parte lastrando
su desarrollo) a partir de la nueva doctri-
na de las Instituciones Financieras Inter-
nacionales sobre la política social para
los países no desarrollados, lo que se
conoce como la «Nueva Política Social».
Desde esta perspectiva novedosa, a par-
tir del inicio de los años noventa se po-
nen en marcha nuevas formas de inter-
vención social que se caracterizan por
concentrarse en grupos de población
muy específico (son «políticas focaliza-
das») y que instauran fórmulas alternati-
vas a los sistemas de protección social
públicos tradicionales. Entre ellas, nos
centraremos especialmente en el caso
de las Transferencias Monetarias Condi-
cionadas. Las TMC son relevantes para
nuestro estudio en primer lugar porque
utilizan masivamente a las mujeres como
beneficiarias instrumentales; y en se-
gundo lugar por su veloz extensión en
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América Latina. Al igual que los siste-
mas fiscales ortodoxos con sesgo de gé-
nero, las TMC asumen y reproducen la
idea de que son las mujeres las respon-
sables de las tareas de cuidado infantil,
y por tanto son ellas las que, convenien-
temente estimuladas para hacerlo, deben
sustituir al Estado y a la política social
convencional en su tarea de garantizar
condiciones de salud y educación a los
niños y niñas. Según se analizará, la ins-
titucionalización y los incentivos mate-
riales puestos al servicio de que ciertas
necesidades sociales básicas se garanti-
cen en el ámbito privado, y no mediante
mecanismos y recursos públicos, y más
aun el hecho de que sean las madres las
que dentro del ámbito familiar han de
asumir dicha responsabilidad, tiene con-
secuencias muy negativas para la igual-
dad entre los hombres y mujeres de los
países donde se aplican estos progra-
mas. 

En definitiva, ya sean resultado de la in-
existencia o debilidad de los sistemas
fiscales vigentes, o sean los mismos sis-
temas fiscales de uno u otro tipo los que
los refuerzan, existen muchos sesgos de
género que reflejan la concepción de las
mujeres como responsables del cuida-
do y «alejadas» de la producción, así
como la de que los hombres son ajenos
e incapaces para todo lo doméstico.
Esta idea, tan contraria a la realidad ac-
tual y a las legítimas aspiraciones eman-
cipatorias de las mujeres, persiste aún
en todos los sistemas vigentes aunque
en distinta forma y medida: desde la
desigualdad entre los permisos de ma-

ternidad y paternidad a las prestaciones
para que las mujeres sigan desempe-
ñando tareas de cuidado, según se ana-
liza a lo largo del libro. Tanto las TMC
concedidas extensivamente a las muje-
res en Ecuador como las prestaciones
por cuidados en el entorno familiar que
se dan en España responden a este mis-
mo principio de diferenciación de roles
de género y lo potencian socialmente. 

Frecuentemente se argumenta que las
prestaciones o políticas que se han
dado en llamar en la literatura sobre el
tema políticas para las mujeres (en tan-
to que cuidadoras) les protegen, com-
pensan su vulnerabilidad, reconocen el
trabajo doméstico que realizan y/o les
empoderan. Esta argumentación sirve
para defender este tipo de intervencio-
nes tanto en los países desarrollados
como en los no desarrollados. Si la ar-
gumentación fuera válida, nos encon-
traríamos en un caso de contradicción
entre los intereses de algunas mujeres y
el avance hacia la eliminación de la divi-
sión sexual del trabajo. Pero no es así
sino todo lo contrario, y ello por dos ra-
zones. En primer lugar, en todas estas fi-
guras subyace un tratamiento a las mu-
jeres en base a estándares inferiores a
los que se consideran aceptables para
las personas en general. En efecto, en
comparación con el abandono total, una
pequeña prestación por el cuidado pue-
de parecer un reconocimiento, igual que
lo sería pagar a un trabajador la mitad
del salario mínimo en comparación con
no pagarle. Sin embargo, en muchos de
los países donde se aplican estos «sala-

María Pazos Morán
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rios de segunda categoría», existen de-
rechos laborales y sociales que deben
ser respetados para asegurar una vida
digna independiente a los trabajadores,
así como protección contra las contin-
gencias que les priven de las rentas del
trabajo. Por otra parte, en los países en
los que prevalece una red de derechos
laborales y sociales muy precaria, la tarea
prioritaria es avanzar en su construcción
y/o su fortalecimiento, y no precisamente
«inventar» fórmulas de intervención so-
cial que institucionalicen y refuercen la
informalidad, la desprotección laboral y
los bajos salarios. 

En segundo lugar, en todos los países
estas políticas contribuyen, por acción y
omisión, a que estas mujeres permanez-
can en el hogar o en la economía sumer-
gida, aunque sea durante periodos de-
terminados y/o parcialmente: tanto en
los países desarrollados como en los no
desarrollados en los que existen presta-
ciones de este tipo, éstas se otorgan a
las mujeres mientras duran las tareas de
cuidado; y en general dificultan o impi-
den la inserción en el empleo de cali-
dad. Y no podemos olvidar que la eco-
nomía sumergida, así como la situación
de ama de casa, va asociada a la falta de
derechos sociales de las personas que
están atrapadas en ella, con consecuen-
cias devastadoras tanto a corto plazo
como desde la perspectiva del ciclo vital.
Como señala Diane Sainsbury (1999),
los ingresos y los derechos que se obtie-
nen en función del cuidado o el estatus
de parentesco familiar: 1) siempre son
menores que los adquiridos mediante la

inserción en el empleo regular y, lo que
es crucial, 2) nunca son suficientes para
adquirir la independencia económica y
protegerse de la pobreza a lo largo del
ciclo vital. Así, vemos que las supuestas
ventajas para las mujeres derivadas de
cualquier trato diferencial no son más
que aparentes; y se disuelven cuando
aplicamos el mismo rasero a los dos
sexos. 

III. PRINCIPIOS PARA LA EVALUACIÓN
DEL IMPACTO DE GÉNERO DE LAS
POLÍTICAS PÚBLICAS: DOS
PREGUNTAS CLAVE 

El estudio tiene como objetivo analizar
los sistemas de impuestos y prestacio-
nes de los países incluidos para hacer
un diagnóstico de su impacto sobre la
igualdad de género. Ello supone poner
en cuestión cada una de las regulacio-
nes a la luz de dos preguntas clave. La
primera, si el elemento analizado contri-
buye a potenciar el avance hacia la
igualdad o, por el contrario, a mantener
y reproducir la división del trabajo y los
roles de género asociados. Las políticas
públicas, intencionadamente o no, favo-
recen o determinan los comportamien-
tos de las personas y de las empresas
dependiendo de las condiciones sobre
las que actúen. Puesto que el elemento
central de la situación de desigualdad
de género es la superespecialización de
los hombres en el trabajo asalariado y
de las mujeres en el trabajo doméstico,
para avanzar hacia el equilibrio se re-

Introducción. Políticas fiscales y equidad de género
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quiere: 1) Que las mujeres puedan acce-
der y mantenerse en el mercado de tra-
bajo en igualdad con los hombres.
2) Que los hombres puedan asumir su
50% del trabajo doméstico y de cuidados.
3) Que la sociedad contribuya al man-
tenimiento de los hijos y dependien-
tes con una adecuada red de servicios
públicos y transferencias personales.
4) Que los horarios a tiempo completo
sean suficientemente cortos para que
todas las personas puedan compatibili-
zar su vida laboral con su vida personal
sin que ninguna tenga que optar por
una vida profesional de bajo perfil o in-
terrumpida, pues son las mujeres las
que sistemáticamente toman esa vía y
no los hombres. 5) Que no existan ele-
mentos (ya sean mensajes simbólicos,
prácticas institucionales, regulaciones
o incentivos económicos) que apoyen
la idea ancestral de que el cuidado es
asunto femenino y/o determinadas acti-
vidades asunto masculino. Así pues,
partiendo de la perspectiva de que la di-
visión del trabajo está en la base de la
desigualdad, en cada uno de los ele-
mentos analizados podemos pregun-
tarnos: ¿De qué manera incide en los
papeles individuales de género? ¿Es
consistente con el objetivo de una rela-
ción más equitativa entre ambos o re-
fuerza papeles tradicionales negativos?
(Instituto de la Mujer, 2005). 

La segunda pregunta es la de si las ne-
cesidades de hombres y mujeres se
atienden con el mismo nivel de satisfac-
ción o, por el contrario, se desatienden
determinadas situaciones que afectan

mayoritariamente a mujeres. No se trata
de reclamar que las políticas públicas
obsequien a las mujeres con un trato
prioritario por ser mujeres; se trata pre-
cisamente de eliminar los tratamientos
diferenciados en razón del género, que
sistemáticamente tratan a las mujeres
con estándares inferiores. Pero la nece-
saria neutralidad e igualdad de trato por
parte de las políticas públicas no signifi-
ca la ignorancia de las situaciones per-
sonales y familiares. Al contrario, la po-
lítica social en democracia se rige por el
lema: A cada persona según sus necesi-
dades y de cada persona según sus po-
sibilidades. El problema es que este
principio no se aplica generalmente de
forma ecuánime a toda la población. En
efecto, el tradicional extrañamiento de
las mujeres respecto al diseño de las po-
líticas públicas y respecto a las instan-
cias de decisión política ha conllevado
que, a igual nivel de necesidad, muchas
situaciones que afectan a las mujeres
permanezcan invisibles, sus necesida-
des se releguen y sus posibilidades se
desaprovechen (Pazos Morán 2008 y
2006). Hay muchos ejemplos de este fe-
nómeno, algunos de los cuales se irán
desgranando a lo largo de este capítulo,
como la desatención de las familias mo-
noparentales, de las personas paradas
de larga duración, de las personas ma-
yores sin ingresos, de las empleadas
domésticas, etc. Existen muchas situa-
ciones que se ignoran o en las que se
aplican a colectivos y situaciones feme-
ninas criterios que no se sostienen para
situaciones que afectan mayoritaria-
mente a hombres. 

María Pazos Morán
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Así pues, estas dos preguntas para de-
terminar el impacto de género de las po-
líticas, individual y socialmente, son
complementarias: no existe ninguna
contradicción entre el avance social ha-
cia la igualdad y la atención de las nece-
sidades de las mujeres según los mis-
mos criterios que se reconocen para la
ciudadanía en su conjunto. Muchas ve-
ces da la impresión de que algunas me-
didas que comprometen el avance hacia
la igualdad pueden favorecer a las mu-
jeres en particular. En general, esto suce-
de con las prestaciones y facilidades
disponibles para las personas en base a
su condición de cuidadoras, pues con-
ceden derechos a las mujeres en par-
ticular mientras que consolidan la con-
cepción social de las mujeres como
responsables de las tareas de cuidado y
la de los hombres como ajenos a ellas.
Sin embargo, analizadas más en profun-
didad, resulta que estos derechos no es-
tán configurados para satisfacer las ne-
cesidades de las mujeres beneficiarias
sino las de sus familias. De hecho, sola-
mente se mantienen mientras ellas rea-
lizan las tareas de cuidado; no se rigen
por los derechos laborales (por ejemplo
salario mínimo, jornada máxima, vaca-
ciones, etc.); y no dan lugar a la adquisi-
ción de derechos sociales de desempleo
o pensiones contributivas por encima
de la mínima. Por todo ello, son perjudi-
ciales para las mujeres beneficiarias en
tanto en cuanto siempre están por deba-
jo de los derechos que adquirirían si en
lugar de acogerse a esa vía continuasen
en el mercado de trabajo; nunca garan-
tizan la independencia económica; y

aumentan el riesgo de pobreza futuro de
estas mujeres. 

La aplicación del principio de igualdad
de género al sistema de impuestos y
prestaciones tampoco entra en contra-
dicción con el principio de eficiencia
económica. Al contrario, como se expli-
ca en el apartado anterior, la desigual-
dad de género es ineficiente. Los princi-
pios de la actuación de los poderes
públicos son totalmente compatibles y
complementarios si se aplican de forma
coherente y sin tomar como restricción
el mantenimiento de la división del tra-
bajo. Por ejemplo, la desprotección de
las familias monoparentales es, en pri-
mer lugar, contraria al principio de equi-
dad horizontal. Basta considerar que las
familias monoparentales son, en mu-
chas ocasiones, objeto de menores des-
gravaciones que los matrimonios. Sin
embargo, al mismo ingreso bruto, la ca-
pacidad de pago de una madre sola con
un hijo a cargo es menor que la de un
matrimonio sin hijos de un solo percep-
tor de rentas, pues mientras que un
hijo/a origina gastos, un ama de casa
produce bienes y servicios para el ho-
gar. El tradicional olvido del trabajo do-
méstico hace que este extremo no se
tenga en cuenta, y así se considera a
una mujer adulta mayor carga económi-
ca que un hijo/a. El principio de equidad
vertical también se encuentra afectado,
ya que las tasas de pobreza de estas fa-
milias son mayores que las de las fami-
lias biparentales. Finalmente, la despro-
tección de las familias monoparentales
es la principal causa de pobreza infantil;

Introducción. Políticas fiscales y equidad de género
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y este fenómeno es una gran fuente de
ineficiencias y externalidades negativas,
dado que el bienestar y la atención a la
infancia es clave para la formación del
capital humano. 

Así pues, tomando como referencia los
principios de equidad y eficiencia que
deben regir las políticas públicas, anali-
zaremos los sistemas de impuestos y
prestaciones para detectar los trata-
mientos diferenciados por sexos. Vere-
mos cómo dichos tratamientos diferen-
ciados se desvían de estos principios
rectores; estimaremos las consecuen-
cias de las desviaciones y, en su caso,
propondremos reformas para corregir
los sesgos de género encontrados. Es-
tos sesgos de género pueden ser explí-
citos (todas aquellas disposiciones en
las que se distinga el sexo de las perso-
nas contribuyentes o receptoras de
prestaciones) o implícitos (afectan de
modo diferencial a hombres y a mujeres
debido a la preexistente división del tra-
bajo). 

IV. OBJETIVOS Y ESTRUCTURA
DE LA INVESTIGACIÓN

Este libro trata de desentrañar todos es-
tos mecanismos, analizando sus efectos
sobre la igualdad de género y propo-
niendo las reformas necesarias para eli-

minar los impactos no deseados. Para
ello, los cuatro países elegidos para el
análisis —España, Chile, Ecuador y Gua-
temala— son especialmente oportunos.
En primer lugar, el estudio del caso es-
pañol permite analizar detalladamente
los elementos de un sistema fiscal «or-
todoxo» y relativamente desarrollado
que, de forma tanto explícita como, so-
bre todo, implícita, impactan negativa-
mente sobre la igualdad de género. Este
análisis, además de valioso en sí mismo
(por lo que aporta respecto al conoci-
miento y las posibilidades de mejora del
sistema fiscal español), es también de
crucial importancia respecto al estudio
de los casos latinoamericanos: qué prio-
ridades y qué precauciones hay que to-
mar en cuenta para la extensión de unos
sistemas fiscales que, según se analiza-
rá, se encuentran en un estado incipien-
te 2, pero cuyo desarrollo debería evitar
replicar los impactos de género de los
que adolecen buena parte de los siste-
mas fiscales «ortodoxos». Por otro lado,
Chile, Ecuador y Guatemala son tres
países que, con diferente modelo y gra-
do de desarrollo, son bastante represen-
tativos de la diversidad regional. Nos
permiten, pues, acercarnos a la comple-
ja realidad latinoamericana y a los retos
a los que se enfrenta ese subcontinente. 

La aproximación a la realidad latino-
americana se hace tomando en cuenta la
especificidad del estudio que se presen-

María Pazos Morán

2 En el sentido de que los impuestos sobre la renta no son lo suficientemente progresivos y no tienen gran
poder recaudatorio; la economía sumergida tiene gran peso; y los servicios públicos no gozan de gran co-
bertura.
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ta y, consiguientemente, asumiendo de
forma prudente la multitud de aspectos
que se escapan de su objeto de análisis.
Así, en recurrentes ocasiones se utiliza
el caso español, por una parte, y los tres
casos latinoamericanos, por otra, como
términos de comparación dicotómicos.
Sin embargo, eso no significa que no
seamos conscientes de la simplificación
en la que se está incurriendo, debido a
la gran heterogeneidad existente den-
tro del subcontinente latinoamericano.
A modo de ejemplo (también limitado, de-
bido a que dicha heterogeneidad no se
circunscribe a aspectos cuantitativos),
conviene recordar dos aspectos. Por un
lado, la enorme fractura en términos de
renta que existe entre Europa y Latino-
américa: el PIB per cápita español es de
16.053 dólares, mientras que el chileno,
uno de los países latinoamericanos más
ricos, es casi tres veces inferior (de
5.882 dólares). Y por otro, las grandes
diferencias al interior de la región latino-
americana: la renta per cápita de Ecua-
dor y Guatemala es, respectivamente,
de 1.633 y 1.811 dólares, es decir, prácti-
camente un tercio de la chilena 3. 

En las últimas décadas la región latino-
americana ha sido escenario de abruptos
movimientos económicos: del creci-
miento, la industrialización y urbaniza-
ción acelerada y caótica de los años cin-
cuenta y sesenta, a la terrible «década
perdida» de los ochenta; de los «felices»
primeros años noventa, cuando las pri-

vatizaciones, la euforia bursátil y el opti-
mismo de los inversores internaciona-
les sobre el futuro de la región parecían
no tener límite, hasta la serie de crisis fi-
nancieras y económicas que golpearon
la región en la segunda mitad de la dé-
cada de los noventa (empezando por
México a finales de 1994 y acabando
con Argentina en 2001); de la bonanza
económica de los primeros años del si-
glo XXI (coyuntura internacional favora-
ble para las exportaciones latinoameri-
canas) a la nueva crisis financiera y
económica mundial a partir de 2008, cu-
yos efectos sobre la región están aún
por determinar. Sin embargo, a pesar de
este intenso fluctuar, hay rasgos en los
que la realidad latinoamericana parece
obstinarse en permanecer inalterada:
por ejemplo, sigue siendo la región con
mayor desigualdad económica del pla-
neta; los problemas de pobreza y exclu-
sión se mantienen muy importantes;
continúan sin constituirse sistemas de
educación básica y salud de acceso uni-
versal; fenómenos como el trabajo in-
fantil o la economía sumergida, nefastos
desde un punto de vista tanto económi-
co como social, continúan siendo ras-
gos centrales (no minoritarios) de las
sociedades; existen problemas estructu-
rales e importantes de violencia, y sin-
gularmente de violencia de género; y
por último, y en conjunción con lo an-
terior, los sistemas fiscales no han ad-
quirido aún el diseño, el tamaño y la
legitimidad necesaria. Todos estos ele-

Introducción. Políticas fiscales y equidad de género

3 Datos obtenido de World Development Indicators (Banco Mundial, 2009). Son para 2006 y se expresan
en dólares constantes del año 2000. 
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mentos lastran el desarrollo social y
económico sostenible. 

La mayoría de las propuestas avanzadas
hasta ahora para dar respuesta a estos
problemas, y en particular para el desa-
rrollo de los sistemas de protección so-
cial, siguen sin plantearse un cambio en
las reglas que rigen las relaciones de gé-
nero. Como ha sido habitual en la evolu-
ción de todos los sistemas fiscales, la di-
visión del trabajo se toma como una
restricción inamovible. Sin embargo,
esta visión está hoy en día deslegiti-
mada, y prueba de ello es que las de-
claraciones sobre la importancia de la
igualdad se prodigan desde todas las
instancias nacionales e internaciona-
les 4. En particular, las mujeres latino-
americanas ya están incorporadas a la
educación y al mercado de trabajo (aun-
que de forma precaria), desempeñando
todo tipo de profesiones antes conside-
radas masculinas. Las mujeres registran
mejores resultados académicos que los
hombres y presentan menores índices
de delincuencia y conflictividad social.
Son, en definitiva, la parte más produc-
tiva de la población. En este contexto,
pueden evitarse los errores de la im-
plantación de sistemas fiscales obsole-
tos; pues en otros países se ha constata-
do que estos errores han creado nuevos
problemas de equidad y eficiencia que
se pueden y se deben evitar. 

Entre estos problemas que deben evi-
tarse, es importante la configuración de
los mercados de trabajo, pues las políti-
cas fiscales y de empleo han determinado
formas específicas del empleo femenino
(para una revisión de los elementos cla-
ve, véase Pazos Morán, 2009). En efecto,
en los países europeos, la incorporación
de las mujeres se ha llevado a cabo con
unos sistemas fiscales ya implantados,
que han ido modificándose para incor-
porar disposiciones que permitieran
compatibilizar esta incorporación feme-
nina con su permanencia en las tareas
de cuidado. Estas nuevas «medidas de
conciliación» se dice que están dirigidas
a favorecer la incorporación de las mu-
jeres al mercado de trabajo, pero algu-
nas autoras argumentan que esa incor-
poración se produce de todas formas, y
que las medidas van detrás de ese pro-
ceso, modificándolo (Nyberg, 2008). En
conjunción con las regulaciones tradi-
cionales, han determinado el tipo de in-
corporación en los diferentes países.
Así, por ejemplo, se puede observar el
impacto de las regulaciones sobre el
empleo a tiempo parcial en países como
Holanda (OCDE, 2008), de los largos
permisos para las madres en los países
escandinavos (Nyberg, 2008; Thoursie,
2008), de las prestaciones para el cuida-
do de los niños en casa en Francia (Afsa,
1999), de la tributación conjunta en Ale-
mania (Gustafsson, 2005) o en España

María Pazos Morán

4 Es interesante cómo por ejemplo en Ecuador la propia Constitución habla de reparto equitativo del
trabajo doméstico entre hombres y mujeres, aunque las regulaciones sigan considerando extensiva-
mente a las mujeres como amas de casa y que el trabajo doméstico es responsabilidad exclusivamente
femenina.

14

047_10 01 aju  1/7/10  10:19  Página 14



(Pazos Morán, 2005). En toda Europa se
han configurado mercados de trabajo
sexualmente segregados y con gran in-
cidencia del empleo a tiempo parcial,
aunque el grado de precariedad de esos
empleos varía. Exceptuando los países
escandinavos, en los que la indepen-
dencia económica de las mujeres ha
sido un objetivo explícito de las políticas
públicas, en general se combina un alto
grado de precariedad del empleo femeni-
no con cifras significativas de «inactivi-
dad», conformando una norma de familia
que se ha venido a denominar sustenta-
dor masculino/esposa dependiente mo-
dificado o a veces sustentador y medio
(Lewis, 1992; Sommestad, 1998).

En España todo este proceso es reciente
e inacabado, y en los otros tres países
estudiados (Chile, Ecuador, Guatemala)
aún más incipiente. Sin embargo, las
mujeres españolas y latinoamericanas
han llegado ya a ser, por sus propios
medios, la mitad de la población más
formada y con mayor capacidad produc-
tiva. España registra tasas femeninas de
empleo a tiempo completo equivalente
similares a otros países europeos donde
el gasto social es mucho mayor. Igual-
mente, sin las medidas de «conciliación»
que se publicitan en Europa como facili-
dades para la incorporación al empleo,
la tasa de actividad femenina en dos de
los tres países latinoamericanos inclui-
dos en este estudio es superior a la es-

pañola: en España es sólo del 51,7%,
mientras que es del 45,4% en Chile, del
51,8% en Ecuador y del 54,6% en Guate-
mala 5. 

Esta situación excepcional hace espe-
cialmente interesante el análisis de los
sistemas fiscales «ortodoxos» de todos
los países aún cuando su grado de im-
plantación sea aún bajo. Conviene iden-
tificar sus impactos de género actuales,
tanto por acción como por omisión;
pero también es muy importante hacer
un dictamen de las regulaciones en fase
de aprobación y/o implantación. Ello
permitirá comprender cómo debe cam-
biar el diseño para implantar sistemas
que ya desde el inicio se adecuen a la re-
alidad actual. Precisamente en una fase
en la que no se ha completado el proce-
so, es posible aprovechar la experiencia
internacional acumulada para elegir las
vías que se han demostrado efectivas,
descartando las que han conducido a la
consolidación de modelos de desigual-
dad que pueden ser difíciles de revertir. 

En resumen, en este estudio tratamos
de abordar tres objetivos: 1) analizar los
problemas y desequilibrios de género
asociados a la gran extensión de la eco-
nomía sumergida, del trabajo infantil,
de la desprotección a todos los niveles y
de la pobreza debida a la falta de desa-
rrollo de los impuestos sobre la renta re-
distributivos y con capacidad recauda-

Introducción. Políticas fiscales y equidad de género

5 El dato para España lo obtenemos de la Encuesta de Población Activa (EPA) y se corresponde con el
cuarto trimestre de 2009. Para los países latinoamericanos se toman de CEPAL (2009), y se refieren a 2006
los de Chile y Guatemala y a 2007 los de Ecuador. 
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toria; con su contraparte de sistemas
de transferencias y servicios públicos
precarios o prácticamente inexistentes.
2) Examinar el diseño y el grado de apli-
cación de los sistemas «ortodoxos», te-
niendo en cuenta que ambos aspectos
tienen relaciones causales 6; haciendo
aflorar los sesgos de género presentes
en el diseño actual cualquiera que sea
su grado de implantación. En este dise-
ño distinguiremos entre las medidas
tradicionales y las llamadas «políticas
de conciliación» que se han ido incorpo-
rando y que están dirigidas en la prácti-
ca a las mujeres. 3) Estudiar los nuevos
instrumentos de corte «heterodoxo»
surgidos en las últimas décadas (inser-
tos en la llamada «Nueva Política So-
cial») con especial énfasis en las Trans-
ferencias Monetarias Condicionadas
(TMC), para hacer un dictamen de su re-
levancia y de su impacto de género.
Será importante ver la función que se
adjudica a las mujeres de forma extensi-
va considerándolas como las responsa-
bles del cuidado y de la educación de
sus hijos, el impacto sobre sus vidas co-
tidianas, las implicaciones para la pro-
fundización de la desigualdad de género
a nivel social y, por último, el papel de
estos instrumentos en el abandono del
desarrollo de sistemas fiscales demo-
cráticos. 

Una vez concluido este primer capítulo
introductorio, se suceden los cuatro ca-
pítulos en los que se van analizando, su-

cesivamente, las realidades concretas
de cada país, describiendo los elemen-
tos relevantes y los efectos detectados o
previsibles para la igualdad de género,
en consonancia con el enfoque metodo-
lógico desarrollado. El capítulo 6 sintetiza
los cuatro estudios de caso y las conclu-
siones generales y se ofrecen algunas
recomendaciones políticas y propuestas
de reforma fiscal para eliminar los ses-
gos de género detectados e incrementar
así la equidad y eficiencia de los siste-
mas económicos y sociales de los paí-
ses. Finalmente, se reflexiona sobre el
rol de la cooperación al desarrollo, con
propuestas para el diálogo acerca del di-
seño de las políticas públicas. 

V. ALCANCE TEMÁTICO Y ELEMENTOS
RELEVANTES DE LA INVESTIGACIÓN

Centrándonos en el ámbito poblacional
de las personas y familias, el alcance te-
mático abarcará:

A) Impuestos sobre la renta personal y
familiar derivada del trabajo (empleo,
autoempleo y ayudas familiares), de
la percepción de prestaciones o
de cualquier tipo de transferencias a
las familias (incluyendo pensiones),
así como todo tipo de desgravacio-
nes aplicables a esas personas por
su actividad o por su situación per-
sonal y familiar. Excluiremos los im-

María Pazos Morán
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puestos sobre las rentas del capital
y las desgravaciones aplicables al
ahorro y a la inversión (ejemplo:
fondos de pensiones, vivienda). 

B) Cotizaciones sociales de las personas
empleadas (incluyendo autoempleo
y ayudas familiares) o perceptoras
de cualquier tipo de prestaciones o
transferencias de renta que even-
tualmente estuviera sometida a co-
tizaciones. 

C) Prestaciones sociales y todo tipo de
transferencias a las familias deriva-
das de sus circunstancias persona-
les o familiares (incluyendo todo
tipo de pensiones). 

D) Regulaciones laborales que influ-
yan sobre la inserción de las muje-
res en el empleo de calidad, tanto
en el sentido de potenciar la igual-
dad como en el de lastrar la oferta
laboral femenina, desincentivar la
demanda de trabajo por parte de las
empresas y/o incentivar la informa-
lidad.

Con carácter general, se incluirán los
elementos que puedan tener un impac-
to sobre el comportamiento de las per-
sonas respecto a la actividad económica
(ocupación, empleo, autoempleo, sub-
empleo, empleo a tiempo parcial, eco-
nomía sumergida, producción familiar,
trabajo doméstico y de cuidados) y so-
bre la vida personal y familiar.

Los sistemas de impuestos y prestacio-
nes del tipo que se ha dado en llamar «or-
todoxo» (siguiendo el modelo europeo)
empezaron a intentar aplicarse en Latino-

américa y en España a partir de los años
veinte y treinta, y en su versión moderna
en la década de los años cincuenta; si
bien en los países de América Latina dicha
aplicación no se consiguió de forma efec-
tiva (González, 2009). Según se ha expli-
cado en el apartado anterior, es de suma
importancia analizar los presupuestos
implícitos en el diseño de estos sistemas
tanto en los países en los que están im-
plantados (España) como en los no están
vigentes en toda su complejidad y exten-
sión (Chile, Ecuador y Guatemala). 

En los capítulos que siguen se analiza la
realidad de cada país en cuanto a los
sistemas de impuestos y prestaciones,
así como las regulaciones laborales re-
levantes para la igualdad de género. En
primer lugar analizaremos el deficiente
grado de implantación de sistemas de
protección social y de regulación de de-
rechos laborales que persiste en algu-
nos países. La extensión de la economía
sumergida es especialmente relevante,
pues son las mujeres las que, por un
lado, se ven reducidas a esa situación y
a su consiguiente insuficiencia de ingre-
sos y falta de derechos; y por otro, las
que suplen con su trabajo no remunera-
do la falta de recursos públicos para la
protección social.

En segundo lugar, investigaremos los
diferentes mecanismos por los que los
sistemas de impuestos y prestaciones
reflejan, y potencian, el mantenimiento
de la dependencia económica de las
mujeres. En particular analizaremos cómo
la existencia de un cónyuge sin ingresos

Introducción. Políticas fiscales y equidad de género
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(o con ingresos menores) origina una
desgravación sobre la renta del cónyu-
ge con mayores ingresos o da lugar a
una prestación de la Seguridad Social.
En algunos países persiste el tratamien-
to explícitamente discriminatorio por
sexo, pero en otros puede no ser un ses-
go de género explícito (puede ser tam-
bién por esposo dependiente). Sin em-
bargo, los efectos permanecen aunque
se haya cambiado el lenguaje para ha-
cerlo formalmente neutro. En la práctica
es la oferta laboral de las mujeres casa-
das, altamente elástica, la que se ve
afectada por estas desgravaciones y
prestaciones; que se convierten así en
desincentivos a la incorporación de las
mujeres al empleo formal.

Las diferencias por sexo en los ingresos
por pensiones, en sus vertientes contri-
butiva y no contributiva, reflejan la dife-
rente trayectoria laboral de mujeres y
hombres. Pero también, por otro lado,
la propia regulación de las pensiones
puede contener elementos que poten-
cien esas diferentes trayectorias. En par-
ticular la pensión de viudedad, reflejo
de una concepción según la que las mu-
jeres carecían en general de ingresos
propios, puede potenciar la permanen-
cia de las mujeres en esa situación o en
la economía sumergida. Otros sesgos
de género en los sistemas de pensiones
pueden referirse a las dificultades de ac-
ceso por parte de ciertas categorías (fe-
minizadas) de trabajadoras a la pensión
contributiva de jubilación —como pue-
den ser las empleadas domésticas y las
campesinas—, a la diferente considera-

ción de las circunstancias familiares, a
la diferente edad reglamentaria de jubi-
lación, o a la baja cobertura e importe
de las pensiones no contributivas, cuyas
beneficiarias son mayoritariamente mu-
jeres.

Aunque las mujeres se han incorporado
a todo tipo de profesiones y sectores,
persiste la segregación del mercado de
trabajo, y algunos colectivos mayorita-
riamente femeninos se ven sometidos a
regulaciones que les excluyen en gran
parte de los derechos laborales básicos
y de la protección social. Generalmente
no se producen discriminaciones explí-
citas en este terreno, pero algunas situa-
ciones que afectan sobre todo a mujeres
—y más cuando están al margen del sis-
tema de familia tradicional—, resultan
invisibles y quedan al margen de los cri-
terios generales. En particular, analiza-
remos los regímenes laborales y de Se-
guridad Social con menores derechos
que el resto de los trabajadores (ejem-
plo: empleadas domésticas). También
los colectivos feminizados a los que no
se aplican los principios generales de la
imposición y de la protección social
(ejemplo: familias monoparentales). Por
último, existen sesgos de género en la
protección del desempleo: el acceso y la
duración de las prestaciones de desem-
pleo no contributivas para distintas ca-
tegorías sin cotizaciones previas (o ha-
biendo agotado su derecho a prestación
contributiva) es diferente. 

Conforme se han ido incorporando las
mujeres al empleo formal, se han ido

María Pazos Morán
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creando figuras que permiten la ausen-
cia del puesto de trabajo para atender
tareas de cuidado. Estas políticas, que
se han dado en llamar «políticas de con-
ciliación de la vida familiar y laboral»,
van desde el permiso de maternidad a
las excedencias o reducciones de jorna-
da. En general afectan casi exclusivamen-
te a mujeres, bien porque están diseña-
das como derecho femenino (permiso
de maternidad) o porque, como de-
muestran las estadísticas, los hombres
no hacen uso de ellas a menos que el
derecho sea suyo intransferible y esté
pagado a tasas cercanas al 100% del sa-
lario (Castro y Pazos, 2008). A las muje-
res, que sí están educadas para poner el
interés familiar por encima de su em-
pleo, estas facilidades les ocasionan dis-
minución de ingresos, pérdida de opor-
tunidades e incluso alejamiento del
mercado de trabajo; especialmente en
ausencia de servicios públicos. Todo ello
hace que las madres y las mujeres que
cuidan a familiares paguen un alto pre-
cio por su menor dedicación al empleo. 

Por otro lado, las «políticas de concilia-
ción», dirigidas en principio a las mujeres
madres y cuidadoras de sus familiares,
«marcan» a todas las mujeres, indepen-
dientemente de cuál sea su situación
personal, como mano de obra diferente
a los hombres a la hora de la contrata-
ción y la promoción. Mientras los hom-
bres no se ausenten en la misma medi-
da, por mucho que las mujeres estén
igual o mejor formadas que ellos, e in-
cluso aunque tengan la determinación y
la posibilidad de no ausentarse, los em-

presarios siempre las verán como po-
tenciales cuidadoras, ateniéndose a la
impresión bien fundamentada de que
son las mujeres (y no los hombres)
quienes en la inmensa mayoría de los
casos asumen esas tareas. Este es el fe-
nómeno acuñado como discriminación
estadística y descrito, entre otras auto-
ras, por Thoursie (2008). Algunas de es-
tas políticas originan costes salariales,
como pueden ser los permisos o reduc-
ciones del tiempo de trabajo pagado a
cargo de la empresa. Otras ocasionan
costes extrasalariales, por ejemplo el
derecho a la reducción temporal de las
horas de trabajo o al cambio de horario,
así como los permisos y las excedencias
con reserva del puesto de trabajo. 

Normalmente estas medidas «de conci-
liación» se acompañan de la protección
de los puestos de trabajo, con prohibi-
ción del despido durante el tiempo en el
que se disfrutan; y en algunos casos du-
rante un periodo posterior. También se
da en ocasiones la obligación de pro-
veer determinadas instalaciones y/o ser-
vicios en el caso de la contratación de
un determinado número de mujeres
que, si se cumplen, generan gastos em-
presariales directos, y, por tanto, desin-
centivos a la contratación de mujeres.
Además, en algunos casos perviven re-
gulaciones supuestamente proteccio-
nistas de las mujeres en general, como
puede ser la prohibición generalizada
del trabajo nocturno. 

Otras políticas tratan, pretendidamente,
de compensar la desigualdad o estable-
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cer supuestas ventajas económicas para
las mujeres en tanto que tales (a veces
llamadas medidas de acción positiva).
Tales son el reconocimiento de periodos
extra cotizados por hijos a tanto alzado,
o los programas específicos para la con-
tratación de mujeres. Incluso existen
propuestas de bajar los impuestos o las
cotizaciones sociales a las mujeres en
general (Alesina et al., 2007). Finalmen-
te, existen disposiciones llamadas de
«discriminación positiva» que dictan
que, a igualdad de condiciones entre
dos candidatos, debe darse prioridad a
la mujer frente al hombre en contrata-
ciones o adjudicaciones públicas. Todas
estas políticas parecen otorgar un trato
de favor a las mujeres, pero en realidad
1) No tienen un efecto real porque siem-
pre son de un importe ínfimo; 2) Enmas-
caran la relegación de las mujeres por
parte de la corriente principal de las polí-
ticas públicas, que les escamotea la parti-
cipación en los programas de protección
realmente relevantes; 3) No garantizan
su autonomía; 4) Aunque más sutilmen-
te que otros mecanismos, crean incenti-
vos al mantenimiento de vías separadas
para hombres y mujeres que apuntalan
el sistema patriarcal.

Por último, las Transferencias Moneta-
rias Condicionadas, una fórmula que co-
bra cada vez más importancia dentro de
los sistemas de protección social latino-
americanos, requieren un análisis espe-
cífico. Estos programas no se diseñan,
ni se aplican, con el objetivo de mejorar
la situación de las mujeres; sin embar-
go, el hecho de que las mujeres (más

exactamente, las madres), sean las be-
neficiarias nominales de las ayudas,
hace que dichos programas no tengan
un impacto de género neutro. ¿En qué
medida alteran el comportamiento de
las madres receptoras y de sus familias?
¿Qué estímulos materiales sobre el re-
parto del trabajo doméstico y de cuida-
dos introducen en las familias? ¿Qué
mensajes simbólicos sobre la división
sexual del trabajo trasmite el Estado
mediante este tipo de políticas?

En los capítulos que siguen se intentará
ofrecer una panorámica del estado de la
cuestión en cuanto a todos estos temas
que determinan las relaciones de género
y la permanencia de la división del traba-
jo, con la intención de identificar los me-
canismos por los que ello se produce y
aportar elementos para su eliminación.
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